TEMA 91

DISOLUCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LA SOCIEDAD DE GANANCIALES. EL REGIMEN DE BIENES DEL MATRIMONIO EN DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO Y EN DERECHO INTERREGIONAL.
Introducción

Se denomina régimen económico matrimonial al conjunto de reglas que determinan la organización económica del matrimonio y, en concreto, el régimen de las relaciones patrimoniales de los cónyuges entre sí y respecto de terceros.

Dentro de estos regímenes económicos del matrimonio ha tenido y tiene especial relevancia en el Derecho común español el que el Código civil regula bajo la denominación de “sociedad de gananciales”, configurándolo como régimen supletorio en defecto de pacto, al disponer en su:

Art. 1.315 C.c.

“El régimen económico del matrimonio será el que los cónyuges estipulen en capitulaciones matrimoniales…

Art. 1.316

“A falta de capitulaciones, o cuando éstas sean ineficaces, el régimen será el de la sociedad de gananciales.”

 El legislador describe este régimen en su art. 1.344 C.c.:
"Mediante la sociedad de gananciales se hacen comunes  para el marido y la mujer las ganancias o beneficios obtenidos indistintamente por cualquiera de ellos, que les serán atribuidos por mitad al disolverse aquélla".

Características esenciales:
1ª. El art. 1.344 C.c. señala como nota característica del régimen de gananciales la distribución por mitad, al disolverse el régimen, de las ganancias obtenidas por cualquiera de los cónyuges durante su vigencia. 

2ª. La doctrina añade una segunda nota, específica del régimen de gananciales: la existencia durante la vigencia del régimen de un conjunto de bienes, denominados gananciales, que 

-
integran un patrimonio separado del personal de cada cónyuge, 

-
está afecto al levantamiento de las cargas del matrimonio. 

-
al carecer de personalidad jurídica la sociedad, la titularidad de los bienes gananciales corresponde, por regla general, a ambos cónyuges, pero de una manera conjunta, sin ser dueños de una participación indivisa concreta sobre ellos
-
la gestión y disposición de los bienes gananciales se somete a reglas específicas, partiendo de un criterio general de actuación conjunta.

Si bien los dos temas anteriores del programa se ocupan de las normas para la determinación de una y otra masa patrimonial (arts.1346 a 1361 CC) y de las cargas y obligaciones imputables a ese patrimonio común, según las reglas contenidas en los arts. 1.362 a 1.374 C.c., corresponde ahora hablar de la disolución y liquidación de la sociedad de gananciales.
Disolución
El CC prevé una serie de CAUSAS que determinan la extinción y consecuente disolución de la sociedad de gananciales:

A. Aquellas que actúan de forma automática, por ministerio de la Ley y sin necesidad de intervención de los Tribunales, cuando se producen ciertos hechos que afecten a la situación matrimonial, incompatibles con el mantenimiento de la sociedad de gananciales. 

Son las contempladas en el art.1392: “La sociedad de gananciales concluirá de pleno derecho:

1º. Cuando se disuelva el matrimonio. Las causas de disolución están recogidas en el art. 85 CC, tal y como se estudia en el correspondiente tema del programa.
2º. Cuando sea declarado nulo. Las causas de nulidad son las del art. 73 CC, también objeto de estudio en otro tema del programa. Hay que tener en cuenta en este caso la buena o mala fe de los cónyuges, por su incidencia en la disolución del régimen ya que si los dos cónyuges son de mala fe, no hay efectos civiles para ninguno de los dos ni sociedad de gananciales que disolver, lo que no impide que la vida en común haya originado comunidades de bienes que se regirán por el art.392 CC. Si sólo uno de los cónyuges es de mala fe, cfr. art.1395 CC, el de buena fe “podrá optar por la liquidación del régimen matrimonial según las normas de esta sección, o por las disposiciones relativas al régimen de participación, y el contrayente de mala fe no tendrá derecho a participar en las ganancias obtenidas por su consorte”. Estas cuestiones son objeto de estudio en el correspondiente tema del programa.
3º. Cuando judicialmente se decrete la separación de los cónyuges
4º. Cuando los cónyuges convengan un régimen económico distinto en la forma prevenida en este Código”. Consecuencia lógica de los arts.1315 y 1325 y siguientes CC.
En todos estos supuestos, la disolución de pleno derecho se produce desde el momento en que se haya producido el hecho determinante de la misma.

B. Aquellas que autorizan a uno de los cónyuges a pedir del Juez que decrete el fin de la sociedad de gananciales y declare su disolución, como consecuencia de hechos que hacen necesaria la protección de los intereses de uno de los cónyuges, dejándose a su arbitrio solicitar o no de los órganos judiciales la efectiva disolución de la sociedad de gananciales.
Son las contempladas en el art. 1393CC: “También concluirá por decisión judicial la sociedad de gananciales, a petición de uno de los cónyuges, en alguno de los casos siguientes:

1º. Haber sido el otro cónyuge judicialmente incapacitado, declarado pródigo, ausente o en quiebra o concurso de acreedores, o condenado por abandono de familia. Para que el Juez acuerde la disolución bastará que le cónyuge que la pidiere presente la correspondiente resolución judicial. Son situaciones que por su propia naturaleza aconsejan que un cónyuge no siga participando en la sociedad de gananciales; el otro cónyuge puede o bien dejar que continúe el régimen, o bien interesar la aplicación de los arts. 1387 y 1388 y conseguir la exclusividad en la administración y disposición de los gananciales, o bien solicitar la disolución de la comunidad.
2º. Venir el otro cónyuge realizando por sí solo actos dispositivos o de gestión patrimonial que entrañen fraude, daño o peligro para los derechos del otro en la sociedad. Son los actos previstos en los arts. 1390 y 1391, que, como señala Albaladejo, no tienen que ser necesariamente dolosos.
3º. Llevar separado de hecho más de un año por acuerdo mutuo o por abandono del hogar. En el primer caso lo puede solicitar cualquiera de los cónyuges, en el segundo, el cónyuge abandonado.
4º. Incumplir grave y reiteradamente el deber de informar sobre la marcha y rendimientos de sus actividades económicas. Se trata del incumplimiento del deber impuesto en el art. 1383, que ha de referirse a extremos importantes de la propia actividad económica y ha de ser repetido o prolongado.
En cuanto a la disolución de la sociedad por el embargo de la parte de uno de los cónyuges por deudas propias, se estará a los especialmente dispuesto en este Código”. En efecto, dispone el art. 1373 que “Cada cónyuge responde con su patrimonio personal de las deudas propias y, si sus bienes privativos no fueran suficientes para hacerlas efectivas, el acreedor podrá pedir el embargo de bienes gananciales, que será inmediatamente notificado al otro cónyuge y éste podrá exigir que en la traba se sustituyan los bienes comunes por la parte que ostenta el cónyuge deudor en la sociedad conyugal, en cuyo caso el embargo llevará consigo la disolución de aquélla.”

Interpretando este precepto, Lacruz Berdejo señala:

· Que el embargo de bienes comunes sólo puede realizarse una vez hecha excusión del patrimonio personal del deudor y no podrá comprender bienes que pasen de la mitad del valor de la masa ganancial, de modo que si lo comprende, el otro cónyuge podrá pedir que se levante la traba en cuanto al exceso.
· Que solicitado el embargo de cualesquiera bienes presuntivamente gananciales, es indispensable notificarlo al otro cotitular, dándole un plazo que el Juez podrá fijar discrecionalmente para que se pueda ejercitar el derecho que le concede este precepto.
· Si el cónyuge no deudor omite pedir la sustitución y se realiza el embargo sobre bienes comunes “se reputará que el cónyuge deudor tiene recibido a cuenta de su participación el valor de aquéllos al tiempo en que los abone con otros caudales propios o al tiempo de liquidación de la sociedad conyugal” (art.1373.2).
· Producida la disolución por este embargo “se aplicará el régimen de separación de bienes, salvo que en el plazo de tres meses el cónyuge del deudor opte en documento público por el comienzo de una nueva sociedad de gananciales” (art. 1374). Se produce un cambio de régimen unilateralmente impuesto al otro cónyuge, debiendo tener en cuenta: que la vigencia del régimen de separación es inmediata, aunque la comunidad no se liquide de forma efectiva; que el plazo de los tres meses no comenzará a contar sino desde que concluye la liquidación, y que la nueva sociedad de gananciales comenzará de cero.
La disolución judicial se produce a partir de la fecha en que se acuerda (art. 1394.1). “De seguirse pleito sobre la concurrencia de la causa de disolución, iniciada la tramitación del mismo, se practicará el inventario y el Juez adoptará las medidas necesarias para la administración del caudal, requiriéndose licencia judicial para todos los actos que excedan de la administración ordinaria”, art. 1394.2. El art. 541 LEC regula el procedimiento para el embargo de los bienes gananciales y su disolución por esta causa, en los términos que se analizan en otro tema del programa.
Liquidación
Art. 1396: “Disuelta la sociedad se procederá a su liquidación…”. Ahora bien, la liquidación puede dilatarse en el tiempo si, por ejemplo, los interesados no quieren liquidar inmediatamente. En torno a la situación así creada, se han mantenido dos tesis fundamentales:
1º. La sociedad de gananciales no se extingue hasta el momento de su completa liquidación, dando lugar a una sociedad de gananciales continuada, que se rige por las mismas reglas.

2º. Díez Picazo considera que estamos en presencia de un patrimonio colectivo o una comunidad de bienes distinta a la ganancial, formada por los bienes que fueran gananciales, cuya titularidad la ostentan los cónyuges o los herederos del premuerto.

En cuanto a la naturaleza jurídica de este patrimonio:

1. Para Lacruz, se trata de un conjunto de bienes en cotitularidad ordinaria

2. Para Díez Picazo, es una comunidad de naturaleza especial, equiparable a la comunidad hereditaria antes de la partición, de ahí la remisión del art. 1410.
3. STS 11 de mayo de 2005: existe comunidad postganancial desde que se disuelve la ganancial pero no se liquida y es una comunidad de tipo romano, pro indiviso, regida por los arts. 392 y siguientes CC, pero no recae la comunidad sobre cada cosa que forma parte de ella, sino sobre el conjunto.

Según Díez Picazo, las reglas aplicables a esta comunidad especial, sin perjuicio de las propias de la hereditaria, son las siguientes:

a) No se ve aumentada por las rentas del trabajo y de los capitales privativos, pero sí por los frutos de los bienes comunes

b) Responde de las obligaciones que pesaban sobre la sociedad, pero las contraídas después por cualquier titular recaen sobre su propio patrimonio.

c) Para realizar cualesquiera actos de disposición es necesario el consentimiento de todos los titulares. Como señaló el TS en Sentencia de 14 de febrero de 2000: “sobre la titularidad de los bienes integrantes de esa comunidad postmatrimonial, ambos cónyuges o, en su caso, el cónyuge supérstite y los herederos, ostentan una titularidad común que no permite que cada uno de los cónyuges por sí solo pueda disponer aisladamente de los bienes concretos integrantes de la misma, estando viciado de nulidad radical el acto dispositivo así realizado.

d) La administración sigue las reglas de la comunidad hereditaria: el designado por los interesados o régimen de mayorías, art. 398 CC.

e) En cuanto al régimen jurídico de las adquisiciones realizadas en ese periodo con bienes procedentes de las sociedad disuelta, Díez Picazo entiende aplicable el principio de la subrogación real; otros, consideran que la sociedad es acreedora de los que se dispuso para adquirir.
f) No existen reglas especiales sobre la carga de la prueba de la naturaleza de los bienes adquiridos en esa situación, que se estimará libremente por el Juez en caso de conflicto, no por la presunción del art. 1361CC.
g) Mientras no es efectúe la división de la masa consorcial, el art. 1408 ordena que con cargo a ella se den alimentos a los cónyuges o al cónyuge supérstite y a sus hijos, pero, al entregárseles su parte, se les ha de rebajar de éste lo que hubieran recibido, en lo que exceda de lo que les hubiese correspondido por razón de frutos y rentas.

h) Respecto a la fiducia conyugal sucesoria del art. 831 CC, podrán conferirse facultades al cónyuge en testamento para que, fallecido el testador, pueda realizar a favor de hijos o descendientes comunes mejoras, adjudicaciones o atribuciones que tengan por objeto bienes de la sociedad conyugal disuelta que esté sin liquidar.

En cuanto las OPERACIONES que comprende la liquidación:

1. Art. 1396 CC: “… comenzará por un inventario del activo y pasivo de la sociedad.”

En el activo se comprenderán, cfr. art. 1397 CC:


1º. Los bienes gananciales existentes en el momento de la disolución. Debe tenerse en cuenta la presunción de ganancialidad del art. 1361 CC.


2º. El importe actualizado del valor que tenían los bienes al ser enajenados por negocio ilegal o fraudulento si no hubieran sido recuperados. Se refiere a los actos comprendidos en los arts. 1390 y 1391 CC. 
3º. El importe actualizado de las cantidades pagadas por la sociedad que fueran de cargo sólo de un cónyuge y en general las que constituyen créditos de la sociedad contra éste.

El pasivo de la sociedad estará integrado por las siguientes partidas, art. 1398 CC:



1º. Las deudas pendientes a cargo de la sociedad


2º. El importe actualizado del valor de los bienes privativos cuando su restitución deba hacerse en metálico por haber sido gastado en interés de la sociedad. Igual regla se aplicará a los deterioros producidos en dichos bienes por su uso en beneficio de la sociedad.


3º. El importe actualizado de las cantidades que, habiendo sido pagadas por uno solo de los cónyuges, fueran de cargo de la sociedad y, en general, las que constituyan créditos de los cónyuges contra la sociedad.

Deben hacerse dos observaciones en la realización del inventario:

· Art. 1410 CC: “En todo lo no previsto en este capítulo sobre formación de inventario, reglas sobre tasación y venta de bienes, división del caudal, adjudicaciones a los partícipes y demás que no se halle expresamente determinado, se observará lo establecido para la partición y liquidación de la herencia”.
· La liquidación se realiza, no según la contabilidad de la vida conyugal cotidiana, sino según los resultados pecuniarios de conjunto, o sea, las ganancias.

2. Formalizado el inventario, se procede a la determinación del haber líquido, consistente en separar del caudal inventariado el propio de cada cónyuge y el importe de las deudas de la sociedad.
Estas deducciones se realizarán por el siguiente orden, cfr. arts. 1399 a 1403 CC:

a) Primero se pagan las deudas de la sociedad, con preferencia de las alimenticias, y las restantes, cfr. arts. 1921 a 1929 CC sobre concurrencia y prelación de créditos, en el caso de que el patrimonio ganancial no sea suficiente para satisfacerlas todas.

Las deudas se pagarán en metálico, ahora bien, dice el art. 1400: “Cuando  no hubiere metálico suficiente para el pago de las deudas podrán ofrecerse con tal fin adjudicaciones de bienes gananciales, pero si cualquier partícipe o acreedor lo pide se procederá a enajenarlos y pagar con su importe”. La adjudicación de bienes para pago en favor de acreedores cuyos créditos consten en escritura pública o por sentencia firme podrán obtener anotación preventiva de su derecho sobre las fincas adjudicadas, art. 45.2 LH.
En cuanto a los terceros, dice el art. 1401.1º que: “Mientras no se hayan pagado por entero las deudas de la sociedad, los acreedores conservarán sus créditos contra el cónyuge deudor. El cónyuge no deudor responderá con los bienes que le hayan sido adjudicados, si se hubiere formulado debidamente inventario judicial o extrajudicial”. Y añade el art. 1402 CC: “Los acreedores de la sociedad de gananciales tendrán en su liquidación los mismos derechos que le reconocen las leyes en la partición y liquidación de las herencias”.
b) Art. 1403 CC: “Pagadas las deudas y cargas de la sociedad se abonarán las indemnizaciones y reintegros debidos a cada cónyuge hasta donde alcance el caudal inventariado, haciendo las compensaciones que correspondan cuando el cónyuge sea deudor de la sociedad”. 
En cuanto a los cónyuges, señala el art. 1401.2º que: “Si como consecuencia de ello resultare haber pagado uno de los cónyuges mayor cantidad de la que le fuere imputable, podrá repetir contra el otro”. Y cfr. art. 1405 CC: “Si uno de los cónyuges resultare en el momento de la liquidación acreedor personal del otro, podrá exigir que se le satisfaga su crédito adjudicándole bienes comunes, salvo que el deudor pague voluntariamente”.

3. División y adjudicación. Art. 1404 CC: “Hechas las adjudicaciones en el caudal inventariado que prefijan los artículos anteriores, el remanente constituirá el haber de la sociedad de gananciales, que se dividirá por mitad entre los cónyuges o sus respectivos herederos”.

La división y adjudicación se hará conforme a las normas de la partición de la herencia, de acuerdo con la remisión contenida en el art. 1410 CC antes citado, sin perjuicio de lo dispuesto en los arts. 1406 y 1407 CC:

· Art. 1406: “Cada cónyuge tendrá derecho a que se incluyan con preferencia en su haber, hasta donde éste alcance:
1º. Los bienes de uso personal no incluidos en el número 7 del artículo 1346.

2º. La explotación económica que gestione efectivamente.

3º. El local donde hubiese venido ejerciendo su profesión.

4º. En caso de muerte del otro cónyuge, la vivienda donde tuviese la residencia habitual”.
· Art. 1407: “En los casos de los números 3º 4º del artículo anterior, podrá el cónyuge pedir, a su elección, que se le atribuyan los bienes en propiedad o que se constituya sobre ellos a su favor un derecho de uso o habitación. Si el valor de los bienes o el derecho superara al del haber del cónyuge adjudicatario, deberá éste abonar la diferencia en dinero”. En relación con los derechos de uso y habitación a que se refiere el precepto, el art. 822 CC, en su último párrafo, señala que lo dispuesto en ese artículo sobre el derecho de habitación sobre la vivienda habitual a favor de legitimario discapacitado “no impedirá la atribución al cónyuge de los derechos regulados en los arts. 1406 y 1407 de este Código, que coexistirán con el de habitación”.
Finalmente, como norma complementaria, el art. 1409 CC dispone: “Siempre que haya de ejecutarse simultáneamente la liquidación de gananciales de dos o más matrimonios contraídos por una misma persona, para determinar el capital de cada sociedad se admitirá toda clase de pruebas en defecto de inventarios. En caso de duda se atribuirán los gananciales a las diferentes sociedades proporcionalmente, atendiendo al tiempo de su duración y a los bienes e ingresos de los respectivos cónyuges”.
FORMA
La entrega de los bienes se hará mediante escritura pública si afecta a inmuebles, cfr. arts. 1280 CC y 3 LH, o mediante cualquier forma de tradición si solo existiesen bienes muebles.
La liquidación de los gananciales deberá ser otorgada por los dos cónyuges o por el sobreviviente y los herederos del premuerto. La DGRN tiene declarado que si el heredero del cónyuge premuerto es un menor de edad, es necesario el nombramiento de defensor judicial, cfr. art. 163 CC, ya que existe contraposición de intereses en la valoración que se dé a los bienes en la liquidación. No es necesario, sin embargo, cuando se limitan a hacer inventario pero no se hace adjudicación de bienes, o cuando la adjudicación se realiza en proindiviso por cuotas indivisas en la proporción que a cada interesado corresponda, ya que sólo cuando se liquide a su vez la proindivisión y se adjudiquen bienes concretos es cuando es necesario el nombramiento de defensor judicial.

La renuncia a los gananciales por parte de uno de los cónyuges, una vez disuelto el matrimonio, es válida, siempre que no perjudique a tercero (art. 6 CC); el efecto de la renuncia es el acrecimiento del otro cónyuge o sus herederos.

Finalmente, en caso de concurso, la Ley Concursal de 9 de julio de 2003, modificada por Ley 38/2011, de 10 de octubre, establece:
· Art. 77: “En caso de concurso de persona casada en régimen de gananciales, la masa activa comprenderá, además de los bienes y derechos privativos del cónyuge, los bienes gananciales cuando deban responder de las obligaciones del concursado. En este caso, el cónyuge del concursado podrá pedir la disolución de la sociedad conyugal y el juez acordará la liquidación o división del patrimonio que se llevará a cabo de forma coordinada con lo que resulte del convenio o liquidación del concurso”.

· Art. 78.4: “Cuando la vivienda habitual del matrimonio tuviese carácter ganancial y procediere la liquidación de la sociedad de gananciales, el cónyuge del concursado tendrá derecho a que aquélla se incluya con preferencia en su haber, hasta donde éste alcance o abonando el exceso”.

RÉGIMEN DE BIENES DEL MATRIMONIO EN DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO Y EN DERECHO INTERREGIONAL.

DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

Los conflictos de leyes en materia de régimen económico matrimonial se concretan en la determinación de la competencia judicial y de la ley aplicable, que en esta materia se diversifica con relación al régimen pactado y al régimen en defecto de pacto.

A) Competencia judicial internacional

El art. 22 LOPJ, al regular esta materia, reconoce competencia a los tribunales españoles en relación con capitulaciones inscritas en Registro español en todo caso, y en los demás supuestos cuando concurra alguna de estas conexiones alternativas:

· sumisión expresa o tácita

· domicilio del demandado en España

· residencia habitual en España de ambos cónyuges

· nacionalidad española y residencia en España del demandante

· nacionalidad española de ambos cónyuges.

B) Ley aplicable al régimen convencional

Art. 9,3 C.c.: Los pactos o capitulaciones por los que se estipule, modifique o sustituya el régimen económico del matrimonio serán válidos cuando sean conformes

· bien a la Ley que rija los efectos del matrimonio

· bien a la Ley de la nacionalidad o residencia habitual de cualquiera de las partes al tiempo del otorgamiento.

Por tanto, serán válidas las capitulaciones o o pactos relativos al régimen económico del matrimonio siempre que resulten conformes con alguna de las leyes resultantes de los puntos de conexión expresados.

No obstante, habrán de tenerse en cuenta también:

a) capacidad de los otorgantes: se regirá por su ley nacional (cfr. art. 9,1 C.c.)

b) forma de las capitulaciones: habrá que estar a las reglas generales del art. 11 C.c., teniendo en cuenta que, 

· art. 11.3 C.c.: “si la ley reguladora del contenido de los actos y contratos exigiere para su validez una determinada forma o solemnidad, será siempre aplicada, incluso en el caso de otorgarse aquéllos en el extranjero

· si la ley aplicable a la forma exigiera la inscripción en un Registro público, la publicidad registral se regirá por la ley reguladora de dicho Registro.

C) Ley aplicable en defecto de régimen convencional

Art. 9,2 C.c.:

Los efectos del matrimonio se regirán por 

· la ley personal común de los cónyuges al tiempo de contraerlo

· en defecto de esta ley, por la ley personal o de la residencia habitual de cualquiera de ellos elegida por ambos en documento auténtico otorgado antes de la celebración del matrimonio

· a falta de elección, por la ley de la residencia habitual común inmediatamente posterior a la celebración

· a falta de residencia común, por la ley del lugar de celebración del matrimonio.

Esta ley regirá las relaciones patrimoniales derivadas del matrimonio, así como los derechos sucesorios del cónyuge supérstite, que son, sin embargo, objeto de otro tema del programa. 

También, según la mejor doctrina, se someterá a esta ley la liquidación del régimen económico, pero no la declaración de nulidad, separación o divorcio, que, como cuestión previa, se regirá por su propia ley cfr. arts. 9.2 y 107 C.c.

Derecho interregional

Art. 16,3 C.c.

“Los efectos del matrimonio entre españoles se regularán por la ley española que resulte aplicable según los criterios del artículo 9 y, en su defecto, por el Código civil.

[De resultar aplicable el Código civil] se aplicará el régimen de separación de bienes del Código civil si conforme a la ley personal de cualquiera de los contrayentes hubiera de regir un sistema de separación.

Por tanto, el régimen aplicable será el que por orden de prelación determine:

· la ley de la vecindad común de los contrayentes

· la ley que hubieran elegido los contrayentes en documento auténtico anterior a la celebración del matrimonio entre la de la vecindad civil o la de residencia habitual de cualquiera de ellos, siempre que ésta se encuentre en España

· a falta de elección o de elección válida, se estará a la ley de la primera residencia habitual común, siempre que se encuentre en España

· la ley del lugar de celebración, si el matrimonio se celebró en España.

· si el matrimonio se celebró fuera de España, se aplicará el Código civil, tomando como régimen legal el de la sociedad de gananciales, salvo cuando la ley personal de cualquiera de los cónyuges establezca como régimen legal el de separación de bienes, en cuyo caso se aplicará la regulación de este régimen en el Código civil.

Por otra parte, el propio art. 16 contiene una disposición relativa a un efecto sucesorio derivado del matrimonio, el usufructo de viudedad aragonés, en su doble modalidad, de expectante y usufructo, propiamente dicho, cuyo examen corresponde a otro tema del programa. 
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